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Revisión 

Administrativa 
 

 
 

Querella Número 
SJ-0013968 

 
Sobre: 

Incumplimiento de 
garantía y daños 

 

Panel integrado por su presidente, el Juez Vizcarrondo Irizarry, 
la Jueza Colom García y la Jueza Cortés González 

 
Colom García, Jueza Ponente 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

Jovan E. Morales Ortiz, su esposa Catherine Velandia Colón 

y la sociedad legal de bienes gananciales compuesta por ambos 

[en adelante Morales-Velandia o “recurrentes”] solicitan la 

revisión de la resolución que emitió el Departamento de Asuntos 

del Consumidor [DACO] el 26 de febrero de 2016. Mediante esta, 

el DACO desestimó la querella de los recurrentes.   

Por los fundamentos que exponemos, CONFIRMAMOS la 

Resolución recurrida. 

ANTECEDENTES 

El 25 de noviembre de 2014, Morales-Velandia presentaron 

una querella en DACO contra Hyundai de Puerto Rico y otros, por 

fallas en el vehículo de motor marca Hyundai Veloster.  



 
 

 

KLRA20160316 

 

2 

Reclamaron pérdidas monetarias en su negocio por haberse visto 

privados del uso del vehículo, pagos de financiamiento, la 

reparación del automóvil o la acción redhibitoria en saneamiento 

por vicios ocultos y la resolución del contrato de compraventa, 

más el pago de las mensualidades, así como que se les 

proveyera un vehículo a tenor el Reglamento 7159 del DACO.  El 

17 de febrero de 2015 el DACO realizó la inspección conjunta del 

vehículo.  El inspector de DACO Francisco Navarro evaluó la 

unidad y encontró que el vehículo tenía un ruido interno en el 

motor y ruido en el tren delantero.  Ese mismo día, Néstor Díaz, 

técnico automotriz de Sojitz de PR inspeccionó el vehículo y 

posteriormente rindió un informe técnico en el que indicó que “el 

vehículo de motor admitió agua o algún líquido a la cámara de 

combustión del motor” y ello causó que se “doble la biela”.1  El 

18 de abril de 2015 el perito de los recurrentes, Salvador López 

Cardec, rindió un informe en el que concluyó que el vehículo “no 

muestra que haya sido inundado o que haya absorbido agua en 

algún momento…”2 Luego de varios trámites procesales, el 26 de 

febrero de 2016 se celebró la vista administrativa.  

Comparecieron los querellantes Morales- con el Lic. Ricardo 

Goytia Díaz, junto al perito Salvador López Cardec y los 

querellados Sojitz de Puerto Rico, Inc. con su abogado Lic. 

Carlos Grovas y el perito Néstor Díaz Aponte.  Popular Auto fue 

representado por el Lic. Jorge Rotger.  AFG Auto LLC y MG Auto 

Corp. también estuvieron representados.  

Las partes expusieron sus argumentos y conforme la 

prueba recibida, el Juez Administrador de DACO formuló las 

siguientes determinaciones de hechos: 

1. El 14 de agosto de 2013 la parte querellante adquirió de 

la parte co-querellada, AFG Auto LLC un vehículo de 

                                                 
1 Informe Técnico, 21 de agosto de 2015, apéndice pág. 117 
2 Apéndice pág. 112 
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motor nuevo marca Hyundai modelo Veloster número de 

serie KMHTC6ae2du141003. 

2. El precio de venta al contado fue de $27,995 de los 

cuales la parte querellante entregó un vehículo tomado a 

cuenta por $6,000 y financió el restante con la co-

querellada, Popular Auto LLC… 

3. La parte co-querellada, Sojitz de P.R. Corp. es el 

representante del fabricante del vehículo de motor y la 

co-querellada, MG Auto Corp. es un concesionario 

autorizado para honrar la garantía. 

4. El 14 de agosto de 2014 la parte querellante llevó el 

vehículo de motor a MG Auto Corp. alegando un fallo del 

motor en baja y en marcha que apenas desarrolla 

velocidad, que tiene luz indicadora del check engine 

prendida y mucho olor a gasolina. 

5. La parte co-querellada, MG Auto Corp. evaluó el vehículo 

de motor, realizó la prueba de compresión encontrando 

que los pistones #1-2 y 3 155, en el pistón #4 145, en 

una prueba de “leak down test” reflejó un 10 por ciento 

en todos y la biela del pistón #4 estaba doblada. 

6. La querellada, MG Auto Corp. consultó con el fabricante, 

Sojitz de P.R. Corp. quien no autorizó la reparación del 

vehículo de motor en garantía porque según los hallazgos 

se presumió que el motor admitió agua. 

7. El 16 de agosto de 2015 la parte co-querellada, MG Auto 

Corp. le informó a la parte querellante la denegatoria a 

reparar el defecto del vehículo bajo los términos de la 

garantía del fabricante. 

8. El 17 de febrero de 2015 el Sr. Francisco Navarro del 

Departamento realizó una inspección del vehículo de 

motor encontrando un ruido interno del motor y del tren 

delantero y no emitió una opinión pericial. 

9. A los ocho meses de reclamado el defecto, el 18 de abril 

de 2015 el Sr. Salvador López Calde, técnico automotriz 

verificó el vehículo de motor concluyendo que el vehículo 

no muestra que haya sido inundado o que haya absorbido 

agua en algún momento, en las partes internas de toma 

de aire. 

10.El testimonio del Sr. Néstor Díaz, técnico automotriz del 

Sojitz de P.R. Corp. estableció que el motor del vehículo 

del motor tiene un cilindro más bajo por baja compresión 

por biela doblada por líquido en la cámara. 
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11.El testimonio del Sr. Salvador López Calde no mereció 

credibilidad al Departamento.  Su opinión pericial no 

establece prueba alguna de [que] el defecto del vehículo 

sea ocasionado por algún defecto de manufactura. 

12.La parte querellante no probó que el vehículo de motor 

adolezca de un defecto de fábrica que venga obligado a 

reparar bajo los términos de la garantía del fabricante. 

Tras emitir las determinaciones de hechos, el DACO 

concluyó que, 

[N]o se encuentra ante una reclamación por vicios 

ocultos y si ante una reclamación por incumplimiento de 
garantía.  No obstante, la prueba creída por el 

Departamento concluye que el defecto que presenta el 
vehículo de motor es ocasionado porque la unidad 

estuvo expuesta  [al] agua ocasionando los daños al 
motor.  El testimonio creído del Sr. Néstor Díaz, técnico 

automotriz de Sojitz de P.R. Corp. estableció que el 
motor del vehículo tiene un cilindro más bajo por baja 

compresión por biela doblada por líquido en la cámara.  

El testimonio del Sr. Salvador López Calde fue realizado 
ocho (8) meses más tarde de reclamado el defecto al 

representante del fabricante y no establece que dicho 
defecto del vehículo sea ocasionado por algún defecto 

de manufactura.   
 

Consecuentemente, el DACO desestimó la querella, 

ordenando el cierre y archivo del caso. 

En desacuerdo con la determinación del DACO, los 

recurrentes acuden ante nos alegando la comisión de los 

siguientes errores: 

PRIMERO:  AL EMITIR UNA RESOLUCIÓN QUE NO TOMA EN 

CONSIDERACIÓN TODOS LOS HECHOS QUE OBRAN EN EL 

EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO. 

 
SEGUNDO.  AL EMITIR UNA RESOLUCIÓN EN LA CUAL DENOTA UN 

ÁNIMO PREVENIDO AL NO CONSIDERAR LA PRUEBA PRESENTADA 

EN SU TOTALIDAD. 

 
 Sojitz de Puerto Rico h/n/c Hyundai de Puerto Rico 

presentó su alegato en oposición.  Procedemos a resolver.  

EXPOSICIÓN Y ANÁLISIS 

 

El Departamento de Asuntos del Consumidor, [DACO] fue 

creado con el propósito primordial de vindicar e implementar los 

derechos del consumidor. De acuerdo a sus facultades, el 
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Secretario tiene el poder de atender, investigar y resolver las 

querellas presentadas por los consumidores y de conceder los 

remedios pertinentes. Rodríguez v. Guacoso Auto, 166 DPR 433 

(2005). 

En virtud de la Ley de Garantías de Vehículos de Motor, 

Ley Núm. 7 de 24 de septiembre de 1979, el 6 de junio de 2006, 

el DACO adoptó el Reglamento de Garantías de Vehículos de 

Motor,  Reglamento 7159, para asegurarle a todo consumidor 

que adquiera un vehículo de motor en Puerto Rico, que el mismo 

sirva los propósitos para los que fue adquirido, y que reúna las 

condiciones mínimas necesarias para garantizar la protección de 

su vida y propiedad.  Regla 2 (b).  La Regla 37, reconoce que el 

consumidor puede ejercer “las acciones de saneamiento por 

evicción, saneamiento por vicios ocultos o redhibitoria y 

cualesquiera otras que reconozca el Código Civil de Puerto Rico.” 

Reglamento 7159.  

El propósito o causa de la venta para el comprador es 

adquirir la cosa para servirse de ella y dicho propósito dejaría de 

realizarse si, una vez hecha la entrega, el comprador se ve 

privado de la cosa o imposibilitado de aplicarla a los usos que le 

son propios. De aquí surge la obligación de garantía que tiene el 

vendedor que el Código Civil le llama saneamiento.  Ferrer v. 

General Motors Corp., 100 DPR 246, 255 (1971) Véase además, 

Art. 1350 del Código Civil, 31 LPRA sec. 3801.  En la obligación 

del saneamiento, el vendedor responderá  al comprador de […] 

los vicios o defectos ocultos que tuviere la cosa vendida.  Art. 

1363 del Código Civil, 31 LPRA sec. 3831.   A los vicios ocultos 

se les denomina redhibitorios, ya que pueden deshacer la venta. 

García Reyes v. Cruz Auto Corp., 173 DPR 870 (2008); Ferrer v. 

General Motors Corp., supra.  En los casos de saneamiento por 

defectos o vicios, el Art. 1375 del Código Civil indica que “el 
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comprador podrá optar entre desistir del contrato, abonándosele 

los gastos que pagó (denominándose tal acción como 

redhibitoria) o rebajar una cantidad proporcional del precio, a 

juicio de peritos.”  31 LPRA sec. 3843; García Reyes v. Cruz Auto 

Corp., supra.  Para que proceda una acción de saneamiento por 

vicios ocultos han de coincidir los siguientes requisitos: (1) no 

deben ser conocidos por el adquirente; (2) el defecto debe ser 

grave o suficientemente importante para hacer la cosa impropia 

para el uso a que se le destina o que disminuya de tal modo este 

uso que, de haberlo conocido el comprador, no la habría 

comprado o habría dado menos precio por ella;(3) que sea 

preexistente a la venta y (4) que se ejercite la acción en el plazo 

legal, que es el de seis (6) meses contados desde la entrega de 

la cosa vendida. García Reyes v. Cruz Auto Corp., supra.  Se ha 

indicado que en casos en los que se reclama la garantía de un 

vehículo, el comprador solo viene obligado a demostrar, que el 

vehículo que compró no funciona normalmente y que la parte 

demandada tuvo oportunidad de corregir el defecto pero no lo 

corrigió o no pudo corregirlo.  Ferrer v. General Motors Corp., 

supra.  La parte demandada solo queda exenta de 

responsabilidad si como defensa afirmativa demuestra- “que el 

funcionamiento anormal es causado por actos del  demandante”.  

Ferrer v. General Motors Corp, supra.   

El criterio generalmente aceptado por la doctrina, a los 

fines de resolver la procedencia de la acción redhibitoria, es 

esencialmente una cuestión de hecho. García Reyes v. Cruz Auto 

Corp., supra. Se justifica la intervención del foro revisor, con la 

discreción del juzgador, sólo en aquellos casos que acusen 

ausencia de prueba adecuada o comisión de error manifiesto en 

su apreciación. Id.  De igual forma es sabido, que las decisiones 

de las agencias administrativas tienen una presunción de 
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legalidad y corrección que deben respetar los tribunales mientras 

la parte que las impugna no produzca suficiente evidencia para 

derrotarlas. Calderón Otero v. C.F.S.E. 181 DPR 386 (2011).  Al 

evaluar la decisión de una agencia, debemos determinar si ésta 

actuó arbitraria, ilegal o de forma irrazonable constituyendo sus 

actuaciones un abuso de discreción.  Rebollo v. Yiyi Motors, 161 

DPR 69 (2004). El criterio rector será la razonabilidad de la 

agencia recurrida. Así pues, al realizar su función revisora el 

tribunal está obligado a tener en cuenta la especialización y 

experiencia de la agencia sobre las cuestiones que tuviera ante 

sí. Rebollo v. Yiyi Motors , supra.  Utilizando un criterio de 

razonabilidad y deferencia, los tribunales no deben intervenir o 

alterar las determinaciones de hechos de un organismo 

administrativo, "si las mismas están sostenidas por evidencia 

sustancial que surja del expediente administrativo considerado 

en su totalidad". Otero v. Toyota, 163 DPR 716 (2005).  Para 

ello, es necesario que la parte afectada demuestre que existe 

otra prueba en el expediente que reduzca o menoscabe el valor 

probatorio de la evidencia impugnada, hasta el punto de que no 

se pueda concluir que la determinación de la agencia fue 

razonable de acuerdo con la totalidad de la prueba presentada 

que tuvo ante su consideración. Camacho Torres v. AAFET, 168 

DPR 66 (2006); Otero v. Toyota, supra. Sabido es que meras 

alegaciones o teorías no constituyen prueba. Asociación 

Auténtica Empl. v. Municipio de Bayamón, 111 DPR 527, 531 

(1981).  

Las conclusiones de derecho, tal y como surge de la Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme, pueden ser revisadas en 

todos sus aspectos. Otero v. Toyota, supra.  Esto no significa, 

sin embargo, que al ejercer su función revisora el tribunal pueda 

descartar libremente las conclusiones e interpretaciones de la 
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agencia, sustituyendo el criterio de ésta por el propio. García 

Reyes v. Cruz Auto Corp., supra. Al contrario, consistentemente 

se ha reiterado que de ordinario, los tribunales deben deferencia 

a las interpretaciones y conclusiones de los organismos 

administrativos.  García Reyes v. Cruz Auto Corp., supra.  Si de 

la totalidad del récord administrativo se sostienen las 

determinaciones adoptadas por el foro administrativo, los 

tribunales no deben sustituirlas por su propio criterio” García 

Reyes v. Cruz Auto Corp., supra.  El foro judicial podrá sustituir 

el criterio de la agencia por el propio sólo en aquellas ocasiones 

que no encuentre una base racional que fundamente la actuación 

administrativa. Rebollo v. Yiyi Motors, supra; García Reyes v. 

Cruz Auto Corp., supra.  No obstante, es axioma judicial que 

ante la prueba pericial y documental, el tribunal revisor se 

encuentra en igual posición que el foro recurrido y por tanto, 

está facultado para apreciar la prueba apoyándose en su propio 

criterio. Id. 

Tomando en consideración los preceptos legales antes 

enunciados, atenderemos en conjunto los dos señalamientos de 

error.  Para ello, analizamos la transcripción de los testimonios, 

junto al expediente que atendemos.  

Morales-Velandía alega que el Juez Administrativo casi no 

permitió el testimonio de su perito, ni tomó en consideración 

dicho testimonio, a pesar de que el informe del perito fue más 

abarcador que cualquier otro informe presentado, lo cual crea 

duda de los procedimientos.  Arguyó que los recurridos dieron un 

diagnóstico errado para no cumplir con el contrato de garantía.  

Sostuvo que el técnico de Sojitz concluyó que el motor fue 

expuesto a agua, pero ese perito nunca revisó el motor ni el 

interior del vehículo.  Por lo que esa conclusión es especulativa. 

En cambio, el Juez no le dio credibilidad al perito de los 
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recurrentes, quien fue la única persona que revisó el vehículo en 

todas las áreas por donde pudo haber aspirado agua y no se 

encontró evidencia de que el vehículo estuvo expuesto a agua en 

su motor.  Alegó que los recurridos tuvieron tiempo para reparar 

los defectos, pero se negaron, por lo que tiene el derecho a la 

resolución del contrato de compraventa del vehículo, por 

incumplimiento con la obligación contenida en el contrato de 

garantía de fábrica y con la Ley Núm. 7 sobre garantías.  Alegó 

además, que procede el resarcimiento de  los daños.  No nos 

persuade. 

 Surge de la transcripción de la vista y de la Resolución que 

revisamos, que la causa de acción sobre vicios ocultos quedaron 

desestimadas, toda vez que la reclamación se hizo luego de 

transcurridos los seis meses de la compra del auto.   El auto se 

adquirió el 14 de agosto de 2013 y el 14 de agosto del siguiente 

año fue que el recurrente llevó el vehículo de motor a MG Auto 

Corp.   El Código Civil de Puerto Rico y la Jurisprudencia que 

establecen que las acciones para reclamar por vicios ocultos se 

extinguen a los seis (6) meses desde la compra.3  Por lo cual, la 

acción no es una de reclamación por vicios ocultos, como lo 

determinó el DACO, en todo caso sería por la garantía. 

 Ahora bien, en cuanto a la reclamación por la garantía, el 

DACO entendió que el vehículo no presentaba ningún defecto de 

manufactura, que obligara a los recurridos a responder.  Esta 

determinación es cónsona con la totalidad del récord 

administrativo, por lo cual la confirmamos al hacerla nuestra.  

  El DACO celebró una vista a la que comparecieron las 

partes.   Testificó el recurrente Jovan Morales Ortiz, quien  

adquirió el vehículo de motor mediante contrato de compraventa 

del 14 de agosto de 2013.    Luego llevó el vehículo a revisar y le 

                                                 
3 Art. 1379 del Código Civil, 31 LPRA sec. 3847. 
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informaron que “Hyundai de Puerto Rico no autoriza[ba la] 

reparación debido a segundos hallazgos porque se presume que 

el motor admitió agua”.4  Indicó que el perito de DACO realizó 

una primera inspección el 17 de febrero de 2015 en Hyundai de 

Escorial.   

Luego, testificó el perito de Morales-Velandía, Sr. Salvador 

López Cardec, quien habló de la inspección al vehículo y del 

informe pericial que rindió.  El perito indicó que el fallo que tenía 

era una bujía que se partió “y se alojó en ese cilindro; porque un 

carro cuando se inunda, forma un hydrolock,” añadió que “lo que 

hay es un objeto que entró y no fue comprimible, al no 

comprimirse lo que hace es que la biela es la primera que cede” 

y dijo  que “si fuese por inundación, hubieran residuos en el filtro 

de aire, en el intake manifold, el air flow meter, también daría 

un código en el check engine”…5.  Así que el perito atribuyó el 

problema de la biela a una bujía que se partió, no obstante de su 

informe pericial no surge lo de la bujía.  El perito concluyó que el 

vehículo no se inundó ni absorbió agua, ello tras explicar la 

forma en que inspeccionó el auto.6  En el contrainterrogatorio 

que efectuó el Lic. Grovas-Porrata, el perito asintió que si un 

fluido, aunque no sea agua, entra a la cabina, podría doblar la 

biela.7 Trascendió que el perito indicó en su informe que “se fue 

de tiempo el motor”.  El abogado indagó en su interrogatorio 

sobre lo que sucede si se va de tiempo un vehículo de motor; se 

doblarían o marcarían las válvulas.  A lo que contestó el perito, 

“puede ser”.  Inmediatamente se le preguntó si las doblaría 

también y contestó “correcto”.  Sin embargo, en todo su informe 

                                                 
4 Transcripción de la prueba oral [TPO] pág. 11 
5 TPO pág. 50-51 
6 TPO págs. 55-57   
Lcdo: Goytía-Diaz  
Don Salvador, ¿cuál fue la conclusión a la que usted llegó con respecto a su inspección 

del vehículo?  TESTIGO:  El vehículo no se inundó.  P.  El vehículo, ¿en alguna pieza 
absorbió agua, que usted…?   R. En ninguna. 
7 TPO pág. 58 
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y de las fotos no hay ninguna evidencia que las válvulas estén ni 

dobladas o marcadas.   Sobre este particular indicó que, “no le 

permitieron hablar de eso”.8  En el contrainterrogatorio que 

realizó el Lic. Rotger Reyes, el perito reiteró, lo que expresó en 

el informe acerca de que “se encontró rasgos de humedad en la 

manga de entrada de aire por la parte de afuera y la parte baja 

de la misma, parecido a gotas de agua”9.  Indicó que por el tubo 

de afuera había presencia de humedad.10  En redirecto, a 

preguntas del abogado de Morales-Velandía, el perito indicó que 

“en la única parte que había agua era en la manga, como cuando 

alguien la saca, la lava y la monta, más nada.” También señaló 

que encontró residuo de aceite en la misma manga 

adentro…indicio que el vehículo tiene un problema interno, que 

le está saliendo el aceite por la misma manga.11  Al ser 

contrainterrogado nuevamente por el Lic. Grovas Porrata, el 

testigo indicó que inspeccionó el vehículo casi un año de estar 

inoperante y que sería posible que el agua se hubiese 

evaporado.12   

Al Juez Administrativo no le pareció creíble el testimonio 

de López Cardec.  De igual forma el Juez entendió que la opinión 

pericial no estableció prueba alguna de que el defecto del 

vehículo sea ocasionado por algún defecto de manufactura.13  Le 

concedemos deferencia al Juez Administrativo, quien tuvo ante sí 

el perito y pudo apreciar su testimonio de primera mano.   

También hemos corroborado la inexistencia de prueba de algún 

error de manufactura.  Puntualizamos además, que el perito fue 

ampliamente interrogado por los abogados de las partes, 

contrario a la alegación de Morales-Velandía de que casi no se le 

                                                 
8 TPO págs. 58-60 
9 TPO pág. 60 
10 TPO pág. 61 
11 TPO pág. 62 
12 TPO pág. 63 
13 Determinaciones de Hechos número 11 
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permitió testificar al perito.   El juez intervino durante el 

testimonio de este perito a los efectos de que enfocara su 

testimonio en los hallazgos y conclusiones.  En cuanto al defecto 

del auto, vemos del testimonio del perito que admitió que 

cualquier otro fluido que entrara en la cabida podría doblar la 

biela, y que al momento de haber inspeccionado el vehículo era 

posible que el agua se hubiese evaporado.  En cuanto a su teoría 

de que una bujía hubiese doblado la biela, ello no formó parte 

del informe pericial.  Tampoco había fotos de válvulas dobladas, 

que confirmaran su teoría de que el motor se hubiese ido fuera 

de tiempo.   Así que, al realizar nuestro análisis independiente 

de la prueba pericial, podemos concluir que existe prueba 

razonable en el expediente que confirma la decisión del DACO. 

Por otro lado, también testificó Néstor Díaz Aponte, 

representante de campo y técnico automotriz de Hyundai de 

Puerto Rico.  Este perito indicó que recibió adiestramientos 

particulares en torno a los componentes internos del vehículo de 

motor Hyundai. El perito estuvo presente en la inspección 

técnica que realizó el DACO.  De su declaración surgió que la 

biela número 4 estaba doblada y la causa más común, es 

admisión de agua.14  Sostuvo que un motor operado en forma 

común y corriente no es posible que se doble por alguna otra 

razón.15 Concluyó en su opinión pericial que pudo haber admitido 

agua.16 En el contrainterrogatorio que el Lic. Goytía Díaz le 

realizó, reiteró que lo único que puede ocasionar que la biela 

esté doblada es “[a]lgún líquido dentro de la cámara de 

combustión y no comprime, el líquido no comprime y ella 

sede.”17  De la inspección que realizó el Sr. Néstor Díaz, técnico 

automotriz de Sojitz de PR este estableció que el motor del 

                                                 
14 TPO pág. 69 
15 TPO pág. 69 
16 TPO pág. 70 
17 TPO pág. 73 
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vehículo tenía un cilindro más bajo por baja compresión por biela 

doblada por líquido en la cámara.  Por otro lado, el perito, 

descartó la teoría de que alguna bujía hubiese podido afectar la 

biela.18   

De nuestra evaluación de la prueba, podemos concluir que 

existe base racional en el expediente que fundamenta la 

determinación de la agencia, de que el defecto del vehículo fue 

ocasionado porque la unidad estuvo expuesta a agua, lo que 

ocasionó que el motor del vehículo tuviese un cilindro más bajo 

por baja compresión por biela doblada, tal como lo concluyó el 

juez de DACO.   Ante ello, es razonable concluir como hizo DACO 

que la querellada queda exenta de responsabilidad, toda vez que 

el mal funcionamiento del vehículo no le es atribuible, sino que 

fue producto de la aspiración de líquido.  Consecuentemente, 

procedía desestimar la querella.  De manera que, existe prueba 

adecuada en el expediente que respalda la determinación de 

DACO.  El recurrente Morales-Velandía no produjo evidencia para 

derrotar la presunción de legalidad y corrección que cobija las 

determinaciones de la agencia en este asunto de garantía de 

vehículos de motor.  Tampoco logró demostrar que el DACO 

actuara de forma arbitraria e irrazonable o abusara de su 

discreción al resolver la presente causa, por lo tanto, nos 

regimos por la norma de  deferencia a la función administrativa. 

DICTAMEN 

Por las razones antes expuestas, confirmamos la 

resolución aquí cuestionada. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones. 

 

Dimarie Alicea Lozada 
                                      Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
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